
 

 
 

INICIATIVA QUE EXPIDE LA LEY GENERAL DE GESTIÓN INTEGRAL DEL RIESGO DE 

DESASTRES Y PROTECCIÓN CIVIL, SUSCRITA POR LA DIPUTADA MARGARITA GARCÍA 

GARCÍA E INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PT 

La que suscribe, diputada Margarita García García , integrante del Partido del Trabajo, y perteneciente a la 
Comisión de Protección Civil y Prevención de Desastres de la LXIV Legislatura del Congreso de la Unión, con 
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, 73, fracción XXIX-I, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, presento 
y someto a consideración de esta honorable soberanía, la siguiente iniciativa de decreto por el que se expide la 
Ley General de Gestión Integral de Riesgos de Desastres y Protección Civil . 

Exposición de Motivos 

La protección civil es un conjunto de actividades que, con apoyo gubernamental, se aplican en la mayoría de los 
países y tiene como objeto apoyar a las poblaciones que habitan en zonas vulnerables para hacer frente a las amenazas 
naturales o de carácter antrópico.1 

También es el conjunto de personas representativas de una comunidad que desarrollan y ejecutan actividades de 
protección civil en un determinado lugar, orientando las acciones a proteger la integridad física de la población y su 
patrimonio, ante los efectos de los fenómenos naturales o tecnológicos que generan siniestros. 

Algunos desastres naturales son consecuencia de acciones del ser humano, acciones como lo son: 

La deforestación y la agricultura , ambas son factores clave, y existen evidencias que sugieren que el clima de 
los países del Mediterráneo fue cambiado permanentemente por la deforestación generalizada entre el año 700 a. 
C. y el 1 d. C. (para construcción naval, edificios y combustible) transformándolo en un clima más cálido y seco. 

Por poner algunos ejemplos, se altera la cantidad de agua que entra y sale de una zona concreta; el riego por aspersión 
modifica el nivel de humedad del ambiente. La composición de la superficie también es importante ya que ésta 
determina el albedo de esa superficie (el porcentaje de la radiación que una superficie refleja sobre la que recibe). 

La ganadería es responsable del 18 por ciento de las emisiones de efecto invernadero en el mundo, medido en 
equivalentes de CO2, más que el sector de transporte. Esto incluye el cambio de utilización del suelo, en la 
habilitación de tierras para pastos o las emisiones directas de los animales. Aparte de las emisiones de CO2, la 
ganadería produce el 65 por ciento del óxido nítrico (con un potencial de calentamiento global 296 veces superior 
al CO2) y el 37 por ciento del metano (con un potencial 23 veces mayor que el CO2. 

Transporte. Se considera que 135 aviones supersónicos se encuentran permanentemente en vuelo a una velocidad 
inferior a match 1,1, y que cada uno emite 20 kg de carbono por kilómetro; 5 y en vuelos civiles, promedio por 
cada kilómetro recorrido y cada pasajero transportado, un avión emite más de 100 g de carbono en vuelos cortos 
y de 30 a 50 g en vuelos largos. Un automóvil europeo emite en promedio 70 g de carbono por pasajero y kilómetro, 
y un tren unos 10 g.6. 

Las Etapas en la Protección Civil 

Etapa de Prevención 

En esta etapa se pueden distinguir las siguientes fases. 



 

 
 

Fase de Información 

Protección civil o defensa civil se mantiene en esta etapa como informador y educador para las personas, para que 
conozcan sobre los desastres, sus consecuencias y los daños que se podrían evitar si el pueblo cumpliese con las 
actividades de prevención. 

Fase de Preparación 

Es la etapa en la que se practican las actividades de prevención, en esta etapa se pone en práctica los famosos 
Simulacros, en las escuelas o en cualquier lugar donde estemos. 

El simulacro es el grupo de actividades preventivas (salida rápida del domicilio y/o lugar, buena ubicación de zonas 
seguras, etcétera) que se ponen en práctica en todo el mundo, de la manera organizada correspondiente ante un 
desastre. 

Fase de Alerta 

Es la etapa constante, en la que defensa civil tiene vigilando cualquier alerta de desastre, listo para informar al pueblo 
y recurrir a su ayuda, igualmente el pueblo se mantiene informado mediante los medios de comunicación. 

Etapa de Emergencia (Durante el Desastre) 

Esta es la etapa en la cual se pone en práctica todos los medios y actividades preventivas aprendidas durante las 
charlas y los simulacros constantes que se hacen en los centros educativos y otros lugares. En esta etapa se encuentran 
también otras fases. 

Fase de Supervivencia 

Es la etapa en la que la persona tiene que aplicar lo aprendido para sobrevivir ante el desastre y a la vez tiene la 
obligación de ayudar a los demás. Los simulacros juegan un rol muy importante para esta etapa, el cual es el principal 
objetivo de estos; los simulacros nos indican que debemos de salir de manera ordenada y por supuesto preparada 
hacia las zonas de seguridad indicadas, para así prevenir el instinto de supervivencia egoísta, ya que la persona en el 
momento verdadero del desastre, por instinto saldrá con el único instinto de sobrevivir, pero si la persona ha 
practicado en los simulacros de una manera rápida y ordenada al salir, sabrá cómo salir cuidadosamente sin dañar a 
los demás, y lo contrario, ayudarlos en el desastre. 

Etapa de Reconstrucción 

La etapa de reconstrucción también puede dividirse en varias fases, como: restablecimiento de los servicios básicos 
y reconstrucción. 

El restablecimiento de los servicios básicos como abastecimiento de agua potable, abastecimiento de energía 
eléctrica, telecomunicaciones, recolección y tratamiento de las aguas servidas, puede ser rehabilitando las 
infraestructuras existentes antes de la ocurrencia del daño, o mediante sistemas provisorios, que seguirán operando 
durante la fase siguiente de reconstrucción. 

La fase siguiente, de reconstrucción y rehabilitación generalmente no está a cargo de la protección civil. 



 

 
 

La importancia de la gestión integral de riesgo se da en la prevención, a largo plazo, a medio plazo y a corto plazo, 
es la encargada de declarar la alerta, la emergencia, Coordina las acciones que están destinadas a mitigar las 
situaciones de emergencia y participa en los programas de reconstrucción, una vez pasada la situación de emergencia. 

El vasto territorio que conforma nuestro país, es muy vulnerable a sufrir una gran cantidad de desastres naturales, 
tales como son: 

-Sismos 

-Huracanes. 

-Inundaciones. 

-Tsunamis. 

-Vulcanismo. 

-Inestabilidad de laderas entre muchos otros más. 

El Centro Nacional de Prevención de Desastres (Cenapred) estima que, en promedio, los desastres naturales cobran 
480 vidas humanas y 25 mil millones de pesos al año. 

Nuestro país se encuentra catalogado como uno de la mayor actividad sísmica en el mundo, experimentando 
anualmente más de 90 sismos con una magnitud de 4 grados o más de magnitud. 

Aproximadamente el 40 por ciento del territorio mexicano y más de una cuarta parte de su población se encuentra 
expuestos a tormentas huracanes e inundaciones. 

Tan solo en el sismo ocurrido el día 19 de septiembre de 2017 se estima que fue un total de 245 defunciones por 
evento sísmico. 

La única vía para reducir los costos de la recuperación es invertir en prevención y el primer paso que se debe dar es 
el diagnóstico, es decir, saber dónde impactan los fenómenos naturales, que daños pueden ocasionar, cual es la 
población que se encuentra en peligro. 

No cabe duda que es necesario conocer la vulnerabilidad y cuáles son las medidas de mitigación que se deben de 
tomar para su mitigación, desafortunadamente ese diagnóstico o atlas de riesgo de nuestro país se encuentra 
incompleto, de los 2 mil 446 municipios, en México solo 393 cuentan con un atlas de riesgos y es decir solo 16 por 
ciento del país ha sido diagnosticado, pese a que la anterior Ley General de Protección Civil, estableció en el artículo 
83 la promoción para la creación de los atlas de riesgo. 

En la mayoría del territorio nacional los gobiernos planean y despliegan la protección civil en su demarcación 
utilizando los atlas de riesgos hasta con 12 años de haber sido actualizado por última vez. 

Las importancias de los atlas de riesgo sirven para planear la política pública que implementan contra desastres 
naturales causados por sismos, inundaciones, tormentas, derrumbes y hundimientos entre otros. 



 

 
 

México invierte en promedio de 21 veces más en reconstrucción y atención a desastres VS prevención para hacer 
frente a los desastres naturales; solo el 4.9 en promedio del total de presupuesto se invierte en prevención, según 
datos de la OMS por cada peso que se invierte en prevención se ahorran 10 en atención. 

Esa es la importancia de la prevención en todas las áreas de las políticas públicas. 

Son los argumentos anteriores algunos el por qué es necesario evolucionar y perfeccionar la antigua ley de protección 
civil a una Ley General de Gestión Integral del Riesgo del Desastres y Protección civil, lo anterior es sin duda 
imperante, ya que la prevención es fundamental para encarar los fenómenos naturales de la mejor manera, logrando 
con esto salvar la vida de los ciudadanos , y sus pertenencias, así como sus animales de compañía, y teniendo en 
cuenta el enfoque protector de los derechos humanos. 

Decreto por el que se expide la Ley General de Gestión Integral de Riesgo de Desastres y Protección Civil 

Artículo Único. Se expide la Ley General de Gestión Integral de Riesgos de Desastres y Protección Civil 

Título Primero 
Disposiciones generales 

Artículo 1. La presente Ley es de orden público e interés social y tiene por objeto establecer las bases de coordinación 
entre los distintos órdenes de gobierno en materia de gestión integral de riesgos de desastres y protección civil. Los 
sectores privado y social participarán en la consecución de los objetivos de esta Ley, en los términos y condiciones 
que la misma establece. 

Artículo 2. Para los efectos de esta Ley se entiende por: 

I. Agente afectable: Sistema o conjunto de bienes o personas expuestos a un incidente, siniestro, emergencia o 
desastre. Se considera agente afectable al ser humano, sus bienes, los animales de compañía, la infraestructura 
estratégica, la planta productiva y el medio ambiente; 

II. Agente perturbador: Acontecimiento que puede impactar un agente afectable y transformar su estado normal 
en un estado de daños que puede llegar al grado de desastre; 

III. Agente regulador: Lo constituyen las acciones, instrumentos, normas, obras y en general todo aquello 
destinado a proteger a las personas, bienes, infraestructura estratégica, planta productiva, el patrimonio cultural y 
el medio ambiente, a reducir los riesgos y a controlar y prevenir a través del seguimiento de los efectos adversos 
de un agente perturbador; 

IV. Albergado: Persona que en forma temporal recibe asilo, amparo, alojamiento y resguardo ante la amenaza, 
inminencia u ocurrencia de un agente perturbador; 

V. Albergue: Instalación destinada a prestar auxilio, alojamiento y resguardo a las personas ante la amenaza, 
inminencia u ocurrencia de un agente perturbador; 

VI. Apoyo psicológico: Primer acercamiento de ayuda profesional, enfocado en el acercamiento empático y la 
ayuda práctica a las personas afectadas, posterior a la ocurrencia de un agente perturbador con alta carga emocional 
y que tiene por objeto ayudar a normalizar las posibles respuestas e iniciar mecanismos de recuperación; 



 

 
 

VII. Atlas de Riesgos: Sistema integral de información geoespacial de ámbito estatal, regional, municipal y de 
demarcación territorial, el cual integra a los agentes perturbadores, la vulnerabilidad de los agentes afectables y 
los daños esperados ante la posible presencia de un agente perturbador, resultado de un análisis espacial y temporal 
sobre la interacción entre los peligros, la vulnerabilidad y la exposición de los agentes afectables; 

VIII. Atlas Nacional de Riesgos: Sistema integral de información geoespacial de los Atlas Estatales, Regionales, 
Municipales y de las demarcaciones territoriales, el cual integra a los agentes perturbadores, la vulnerabilidad de 
los agentes afectables y los daños esperados, ante la posible presencia de un agente perturbador, resultado de un 
análisis espacial y temporal sobre la interacción entre los peligros, la vulnerabilidad y el grado de exposición de 
los agentes afectables; 

IX. Autoprotección: Acción de contribuir a la protección de sí mismo, de la familia y de la comunidad a la que 
se pertenece, para disminuir las afectaciones a su persona y a la pérdida de bienes o su menoscabo al realizarse 
algún agente perturbador; 

X. Auxilio: Respuesta de ayuda a las personas en riesgo o las víctimas de un siniestro, emergencia o desastre, por 
parte de grupos especializados públicos o privados, o por las unidades internas de protección civil, así como las 
acciones para salvaguardar los demás agentes afectables; 

XI. Brigada: Grupo de personas que se organizan dentro de un inmueble, capacitadas, adiestradas y certificadas 
en funciones básicas de respuesta a emergencias tales como: primeros auxilios, combate a conatos de incendio, 
evacuación, búsqueda y rescate; designados en la Unidad Interna de Protección Civil como encargados del 
desarrollo y ejecución de acciones de prevención, auxilio y recuperación, con base en lo estipulado en el Programa 
Interno de Protección Civil del inmueble; 

XII. Brigada Comunitaria: Personas organizadas, y certificadas por la autoridad competente que viven en un 
mismo ámbito territorial y que están capacitadas por la autoridad, el sector privado o social para dar respuesta a 
emergencias tales como: primeros auxilios, combate a conatos de incendio, evacuación, búsqueda y rescate de 
personas; 

XIII. Cambio Climático: Variación del clima, atribuido directa o indirectamente a la actividad humana, que altera 
la composición de la atmósfera global y se suma a la variabilidad natural del clima observada durante períodos 
comparables; 

XIV. Capacitación: Conjunto de procesos organizados u dirigidos a iniciar, complementar y desarrollar los 
conocimientos en materia de reducción del riesgo de desastre, de las personas, las organizaciones y los sistemas o 
entidades responsables de la gestión integral de riesgos de desastres en los diferentes órdenes de gobierno, 
mediante la generación de conocimientos, el desarrollo de habilidades y el cambio de actitudes, con el fin de 
incrementar la capacidad individual y colectiva; 

XV. Cenapred: Centro Nacional de Prevención de Desastres; 

XVI. Comisión: Comisión Intersecretarial de Gestión Integral de Riesgos de Desastres; 

XVII. Comité Nacional: Al Comité Nacional de Emergencias y Desastres de Protección Civil; 

XVIII. Comité Científico Asesor: Conjunto de profesionistas especializados en el estudio de algún agente 
perturbador, que cuentan con la capacidad técnica e investigación científica para emitir opiniones y 
recomendaciones respecto del origen, evolución y consecuencias de dichos agentes perturbadores, a efecto de 



 

 
 

inducir la toma de decisiones basada en evidencia para la gestión integral de riesgos de desastres, estos comités 
deberán instalarse a nivel de demarcación territorial, municipal, regional, estatal y nacional; 

XIX. Consejo Consultivo: Al Consejo Consultivo Permanente de Protección Civil, como órgano asesor del 
Consejo Nacional; 

XX. Consejo Nacional: Al Consejo Nacional de Protección Civil; 

XXI. Consejo Nacional de Riesgos: Al Consejos Nacional de Riesgos de Desastres; 

XXII. Continuidad de operaciones: Al proceso de planeación, documentación y actuación que garantiza que las 
actividades sustantivas de las instituciones públicas, privadas y sociales, afectadas por un agente perturbador, 
puedan recuperarse y regresar a la normalidad en un tiempo mínimo. Esta planeación deberá estar contenida en un 
documento o serie de documentos cuyo contenido se dirija hacia la prevención, respuesta inmediata, recuperación 
y restauración, todas ellas avaladas por sesiones de capacitación continua y realización de simulacros; 

XXIII. Coordinación Nacional: A la Coordinación Nacional de Protección Civil de la Secretaría de Seguridad y 
Protección Ciudadana; 

XXIV. Damnificado: Persona directamente afectada por un agente perturbador, ya sea que haya sufrido daños en 
su integridad física o un perjuicio en sus bienes de tal manera que requiere asistencia externa para su subsistencia; 
considerándose con esa condición en tanto no se concluya la emergencia o se restablezca la situación de 
normalidad previa al desastre; 

XXV. Declaratoria de Desastres: Acto mediante el cual el gobierno federal reconoce que se ha presentado un 
desastre y ha causado daños que rebasan la capacidad de recuperación de una comunidad, una sociedad o un 
sistema; 

XXVI. Declaratoria de Emergencia: Reconocimiento parte del gobierno federal de una potencial emergencia o 
la ocurrencia de la misma con posibilidad de afectar el funcionamiento de una comunidad, sociedad o sistema, en 
términos de vidas humanas, salud, bienes o medio ambiente, que puede ser mitigada o manejada a partir de las 
capacidades disponibles en ellas; 

XXVII. Demarcaciones territoriales: Los órganos político-administrativos de la Ciudad de México; 

XXVIII. Desastre: Al resultado de la ocurrencia de uno o más agentes perturbadores severos y o extremos, 
concatenados o no, de origen natural, de la actividad humana o aquellos provenientes del espacio exterior, que 
cuando acontecen en un tiempo y en una zona determinada, causan daños y que por su magnitud exceden la 
capacidad de respuesta de la comunidad afectada; 

XXIX. Donativo: La aportación en dinero o en especie que realizan las diversas personas físicas o morales, 
nacionales o internacionales, a través de los centros de acopio autorizados o en las instituciones de crédito, para 
ayudar a las entidades federativas, municipios, las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México o 
comunidades en emergencia o desastre; 

XXX. Emergencia: Situación anormal que puede causar un daño a la sociedad y propiciar un riesgo excesivo para 
la seguridad e integridad de la población en general, generada o asociada con la inminencia, alta probabilidad o 
presencia de un agente perturbador; 



 

 
 

XXXI. Enaproc: Escuela Nacional de Protección Civil; 

XXXII. Estrategias Estatales: A las Estrategias de Gestión Integral de Riesgos de Desastres de las entidades 
federativas; 

XXXIII. Estrategias Locales: A las Estrategias de Gestión Integral de Riesgos de Desastres de los Municipios y 
de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México; 

XXXIV. Estrategia Nacional: A la Estrategia Nacional de Gestión Integral de Riesgos de Desastres; 

XXXV. Estrategias Regionales: A las Estrategias de Gestión Integral de Riesgos de Desastres cuyo ámbito 
territorial es de más de dos entidades federativas, dos municipios y/o más de dos demarcaciones territoriales; 

XXXVI. Evacuado: Persona que, con carácter preventivo y provisional ante la posibilidad o certeza de una 
emergencia o desastre, se retira o es retirado de su lugar de residencia o alojamiento usual, para garantizar su 
integridad física y su vida, antes, durante o después de una emergencia o desastre; 

XXXVII. Fenómeno Antrópico: Agente perturbador producido por la actividad humana; 

XXXVIII. Fenómeno Astronómico: Eventos, procesos o propiedades a los que están sometidos los objetos del 
espacio exterior incluidos estrellas, planetas, cometas y meteoros. Algunos de éstos fenómenos interactúan con la 
Tierra, ocasionándole situaciones que generan perturbaciones que pueden ser destructivas tanto en la atmósfera 
como en la superficie terrestre, entre ellas se cuentan las tormentas magnéticas y el impacto de meteoritos; 

XXXIX Fenómeno Geológico: Agente perturbador que tiene como causa directa las acciones y movimientos de 
la corteza terrestre. A esta categoría pertenecen los sismos, las erupciones volcánicas, los tsunamis, la inestabilidad 
de laderas (deslizamientos, flujos, caídos y derrumbes), la karstificación, la licuación de suelos, los hundimientos, 
la subsidencia y los agrietamientos siempre que no sean causados por fenómeno antrópico; 

XL. Fenómeno Hidrometeorológico: Agente perturbador que se genera por la acción de fenómenos, tales como: 
ciclones tropicales y sus efectos (viento, oleaje y marea de tormenta); tormentas severas y sus manifestaciones 
(tormentas de granizo, electricidad, tornados y corrientes descendentes); lluvias y sus manifestaciones 
(inundaciones pluviales, fluviales y lacustres); tormentas de polvo; nevadas; heladas; frentes fríos; ondas cálidas 
y gélidas; sequias y mar de fondo; 

XLI. Fenómeno Natural Perturbador: Agente perturbador producido por la naturaleza; 

XLII. Fenómeno Químico-Tecnológico: Agente perturbador que se genera por la acción de las sustancias 
químicas, ya sea derivada de su interacción molecular o nuclear, o debido a su manejo, transporte, producción, 
almacenamiento o utilización. Comprende fenómenos tales como: incendios, explosiones, fugas tóxicas, derrames 
y radiaciones, incluye los incendios forestales; 

XLIII. Fenómeno Sanitario-Ecológico: Agente perturbador que se genera por la acción de agentes biológicos 
y/o químicos que afectan a la población, a los animales y a los cultivos, causando una alteración a la salud o la 
muerte. Están constituidos por las epidemias, las plagas y la contaminación del aire, agua, suelo y alimentos; 

XLIV. Fenómeno Socio-Organizativo: Agente perturbador que se genera con motivo de errores humanos o por 
acciones premeditadas, que se dan en el marco de grandes concentraciones o movimientos masivos de población, 



 

 
 

tales como: demostraciones de inconformidad social, concentración masiva de población, tales como: eventos de 
entretenimiento, culturales, deportivos, oficiales, religiosos, tradicionales, turísticos o de otra índole; 

XLV. Gestión Integral de Riesgos de Desastres: Proceso de planeación, participación, evaluación y toma de 
decisiones, que basado en el conocimiento de los riesgos y su proceso de construcción, deriva de un modelo de 
intervención de los tres órdenes de gobierno y sectores de la sociedad, para implementar políticas públicas, 
estrategias, procedimientos y acciones, cuyo fin último es la previsión, reducción y control permanente del riesgo 
de desastre, combatir sus causas de fondo, siendo parte de los procesos de planeación urbana y del desarrollo 
sostenible, enfocados a lograr territorios seguros y resilientes. Involucra las etapas de: identificación de los riesgos 
y/o su proceso de formación, previsión, prevención, mitigación, preparación, auxilio, recuperación y 
reconstrucción; 

XLVI. Grupos Voluntarios: Las personas morales o las personas físicas, que se han acreditado ante las 
autoridades competentes, y que cuentan con personal, conocimientos, experiencia y equipo necesarios, para prestar 
de manera altruista y comprometida, sus servicios en programas y acciones de atención de emergencias y desastres; 

XLVII. Hospital Seguro: Establecimiento de servicios de salud que debe ser estructuralmente seguro, 
permanecer accesible y funcionando a su máxima capacidad, para proveer servicios de salud con la misma 
estructura, bajo una situación de emergencia o de desastre; 

XLVIII. Identificación de Riesgos: Es el reconocimiento y valoración de las pérdidas y daños probables sobre 
los agentes afectables y su distribución geográfica, a través del análisis de los peligros, las condiciones de 
vulnerabilidad; incluye el análisis de las causas y factores que han contribuido a la generación de los riesgos, así 
como escenarios probables; 

XLIX. Infraestructura Estratégica: Aquella que es indispensable para la provisión de bienes y servicios 
públicos, y cuya destrucción o inhabilitación es una amenaza en contra de la seguridad nacional y ocasionaría una 
afectación a la población, sus bienes o entorno. La unidad mínima de dicha Infraestructura Estratégica es la 
instalación vital; 

L. Instrumentos Financieros de Gestión de Riesgos de Desastres: Son aquellos programas y mecanismos de 
financiamiento y cofinanciamiento con el que cuenta el gobierno federal para apoyar a las instancias públicas 
federales, entidades federativas, municipales y de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, en la 
ejecución de proyectos y acciones derivadas de la gestión integral de riesgos de desastres, para la prevención y 
atención de situaciones de emergencia y/o desastre de origen natural; 

LI. Instrumentos de administración y transferencia de riesgos de desastres: Son aquellos programas o 
mecanismos financieros que permiten a las entidades públicas de los diversos órdenes de gobierno, compartir o 
cubrir sus riesgos catastróficos, transfiriendo el costo total o parcial a instituciones financieras nacionales o 
internacionales; 

LII. Instrumentos de Planeación: Son los programas de ordenamiento ecológico y de ordenamiento territorial y 
desarrollo urbano previstos en la legislación correspondiente; 

LIII. Inventario Nacional de Necesidades de Infraestructura: Inventario integrado por las obras de 
infraestructura que son consideradas estratégicas para disminuir el riesgo de la población y su patrimonio; 

LIV. Ley: Ley General de Gestión Integral de Riesgos de Desastres y Protección Civil; 



 

 
 

LV. Marco de Sendai: Instrumento internacional voluntario, aprobado en la Tercera Conferencia Mundial de las 
Naciones Unidas sobre la Reducción del Riesgo de Desastres, el cual tiene un enfoque preventivo del riesgo de 
desastre, centrado en las personas; 

LVI. Mitigación: Aplicación de políticas y acciones destinadas a disminuir el impacto o daños ante la presencia 
de un agente perturbador sobre un agente afectable; 

LVII. Peligro: Probabilidad de ocurrencia en un intervalo de tiempo determinado de un agente perturbador con 
un periodo de retorno e intensidad asociado; 

LVIII. Persona con discapacidad: Toda persona que por razón congénita o adquirida presenta una o más 
deficiencias de carácter físico, mental, intelectual o sensorial, ya sea permanente o temporal y que al interactuar 
con las barreras que le impone el entorno social, pueda impedir su inclusión plena y efectiva, en igualdad de 
condiciones con los demás; 

LIX. Preparación: Actividades y medidas tomadas anticipadamente para asegurar una respuesta eficaz ante el 
impacto de un fenómeno perturbador en el corto, mediano y largo plazo; 

LX. Prevención: Conjunto de acciones y mecanismos implementados con antelación a la ocurrencia de los 
agentes perturbadores, con la finalidad de conocer los peligros o los riesgos, identificarlos, eliminarlos o 
reducirlos; evitar o mitigar su impacto destructivo sobre las personas, bienes, infraestructura, patrimonio cultural, 
así como anticiparse a los procesos sociales de construcción de los mismos; 

LXI. Previsión: Tomar conciencia de los riesgos que pueden causarse y las necesidades para enfrentarlos a través 
de las etapas de identificación de riesgos, prevención, mitigación, preparación, atención de emergencias, 
recuperación y reconstrucción; 

LXII. Profesionales Públicos de Protección Civil: Personas físicas certificadas que desempeñen un empleo, 
cargo o comisión en las dependencias y entidades del sector público en los tres órdenes de gobierno, que tengan 
conocimientos, experiencia, capacitación y adestramiento profesional en emergencias tales como: primeros 
auxilios, combate a connatos de incendio, evacuación, búsqueda y rescate, tomando todas las medidas y acciones 
necesarias para salvaguardar la vida, integridad y salud de las personas, así como sus bienes; los animales de 
compañía, la infraestructura, la planta productiva y el medio ambiente; 

LXIII. Programa Escolar de Protección Civil: Instrumento de planeación y operación, circunscrito al ámbito 
de una escuela pública de nivel básico que se compone por el plan operativo para el Comité de Protección Civil y 
Seguridad Escolar y el plan de contingencias y tiene como propósito mitigar los riesgos previamente identificados 
y definir acciones preventivas y de respuesta para estar en condiciones de atender la eventualidad de alguna 
emergencia o desastre; 

LXIV. Programa Especial de Protección Civil: Instrumento de planeación y operación cuyo contenido 
establecen las medidas de prevención y respuesta derivados de actividades, eventos o espectáculos públicos de 
afluencia masiva en áreas o inmuebles diferentes a su uso habitacional y que lleva a cabo cualquier persona física 
o moral, pública o privada; 

LXV. Programa Familiar de Protección Civil: Conjunto de actividades y preparativos a realizar antes, durante 
o después de una emergencia o desastre por los miembros de una familia; 



 

 
 

LXVI. Programa Interno de Protección Civil: Es un instrumento de planeación y operación, circunscrito al 
ámbito de una dependencia, entidad, institución u organismo del sector público, privado o social; que se compone 
por el plan operativo para la Unidad Interna de Protección Civil, el plan para la continuidad de operaciones y el 
plan de contingencias, y tiene como propósito mitigar los riesgos previamente identificados y definir acciones 
preventivas y de respuesta para estar en condiciones de atender la eventualidad de alguna emergencia o desastre; 

LXVII. Programas Generales: Los Programas de Protección Civil de las entidades federativas; 

LXVIII. Programa Municipal y de las Demarcaciones Territoriales: Programa de Protección Civil de los 
municipios y de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México; 

LXIX. Programa Nacional: Al Programa Nacional de Protección Civil; 

LXX. Protección Civil: Es la acción solidaria y participativa, que en consideración tanto de los riesgos de origen 
natural o antrópico como de los efectos adversos de los agentes perturbadores, prevé la coordinación y 
concertación de los sectores público, privado y social en el marco del Sistema Nacional, con el fin de crear un 
conjunto de disposiciones, planes, programas, estrategias, mecanismos y recursos para que de manera 
corresponsable, y privilegiando la gestión integral de riesgos de desastres y la Continuidad de Operaciones, se 
apliquen las medidas y acciones que sean necesarias para salvaguardar la vida, integridad y salud de la población, 
así como sus bienes; la infraestructura, la planta productiva y el medio ambiente; 

LXXI. Reconstrucción: La acción transitoria orientada a alcanzar el entorno de normalidad social y económica 
que prevalecía entre la población antes de sufrir los efectos producidos por un agente perturbador en un 
determinado espacio o jurisdicción. Este proceso debe buscar en la medida de lo posible la reducción de los riesgos 
existentes, asegurando la no generación de nuevos riesgos y mejorando para ello las condiciones preexistentes; 

LXXII. Recuperación: Proceso que inicia durante la emergencia, consistente en acciones encaminadas al retorno 
a la normalidad de la comunidad afectada; 

LXXIII. Reducción de Riesgos de Desastres: Intervención preventiva de individuos, instituciones y 
comunidades que nos permite eliminar o reducir, mediante acciones de preparación y mitigación, el impacto 
adverso de los desastres. Contempla la identificación de riesgos y el análisis de vulnerabilidades, resiliencia y 
capacidades de respuesta, el desarrollo de una cultura de la protección civil, el compromiso público y el desarrollo 
de un marco institucional, la implementación de medidas de protección del medio ambiente, uso del suelo y 
planeación urbana, protección de la infraestructura crítica, generación de alianzas y desarrollo de instrumentos 
financieros y transferencia de riesgos, y el desarrollo de sistemas de alerta temprana; 

LXXIV. Refugio Temporal: Inmueble habilitado para brindar temporalmente alojamiento a las personas 
afectadas por desastres, que forman parte de un programa de reconstrucción de vivienda o de reubicación; 

LXXV. Reglamento: Al Reglamento de la Ley General de Gestión Integral de Riesgos de Desastres y Protección 
Civil; 

LXXVI. Resiliencia: Es la capacidad de un individuo, familia, sistema, comunidad o sociedad potencialmente 
expuesta a un agente perturbador para enfrentar, resistir, asimilar, adaptarse y recuperarse de los efectos adversos 
en un corto plazo y de manera eficiente, a través de la preservación y restauración de sus estructuras básicas y 
funcionales, logrando una mejor protección futura y mejorando las medidas de reducción de riesgos de desastres; 



 

 
 

LXXVII. Riesgo: Daños o pérdidas probables sobre un agente afectable derivado de su vulnerabilidad y un peligro 
determinado; 

LXXVIII. Riesgo de desastres: Posibilidad o probabilidad de que se produzcan muertes, lesiones, destrucción o 
daño en bienes de un agente afectable durante un periodo concreto causado por un agente perturbador; 

LXXIX. Riesgo Inminente: Aquel riesgo que, según la opinión de una instancia técnica especializada, debe 
considerar la realización de acciones inmediatas en virtud de existir condiciones o altas probabilidades de que se 
produzcan los efectos adversos sobre un agente afectable; 

LXXX. Secretaría: La Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana; 

LXXXI. Seguro: Instrumento de Administración y Transferencia de Riesgos; 

LXXXII. Simulacro: Representación mediante una simulación de las acciones de respuesta previamente 
planeadas con el fin de observar, probar y corregir una respuesta eficaz ante posibles situaciones reales de 
emergencia o desastre. Implica el montaje de un escenario en terreno específico, diseñado a partir de la 
identificación y análisis de riesgos y la vulnerabilidad de los sistemas afectables; 

LXXXIII. Sistema de Alerta Temprana: Conjunto de elementos que proveen a la población información de 
manera oportuna y eficaz, sobre la presencia y el desarrollo de un fenómeno perturbador potencialmente peligroso 
que permita a las personas expuestas y autoridades a tomar acciones anticipadas para evitar o reducir riesgos, 
prepararse para una respuesta efectiva y con ello proteger su integridad física, mitigar los daños en su patrimonio, 
proteger el medio ambiente y reducir afectaciones en los servicios estratégicos; 

LXXXIV. Sistema de Monitoreo: Conjunto de equipamiento para medición de algún fenómeno y forman parte 
de la gestión integral de riesgos de desastres al proveer información para la toma de decisiones en materia de 
Protección Civil, por lo tanto, son herramientas necesarias para mejorar el conocimiento y análisis sobre los 
peligros, vulnerabilidades y riesgos, para el diseño de medidas de reducción de riesgos, así como para el desarrollo 
de Sistemas de Alerta Temprana; 

LXXXV. Sistema Nacional: El Sistema Nacional de Protección Civil; 

LXXXVI. Sistema Nacional de Riesgos: El Sistema Nacional de Gestión Integral de Riesgos de Desastres; 

LXXXVII. Siniestro: Situación crítica y dañina generada por la incidencia de uno o más agentes perturbadores 
en un inmueble o instalación afectando a su población y equipo, con posible afectación a instalaciones 
circundantes; 

LXXXVIII. Unidad Interna de Protección Civil: El órgano normativo y operativo responsable de desarrollar y 
dirigir las acciones de protección civil, así como elaborar, actualizar, operar y vigilar el Programa Interno de 
Protección Civil en los inmuebles e instalaciones fijas y móviles de una dependencia, institución o entidad 
perteneciente a los sectores público, privado y social; también conocidas como Brigadas Institucionales de 
Protección Civil; 

LXXXIX. Unidades de Protección Civil: Los organismos de la administración pública de las entidades 
federativas, municipales y de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, encargados de la 
organización, coordinación y operación del Sistema Nacional en su ámbito territorial; 



 

 
 

XC. Unidades de Planeación: Los organismos de la administración pública de las entidades federativas, 
municipales y de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, encargados del seguimiento de las 
estrategias estatales, locales y regionales; 

XCI. Vulnerabilidad: Susceptibilidad o propensión de un agente afectable a sufrir daños o pérdidas ante la 
presencia de un agente perturbador, determinado por factores físicos, sociales, económicos, ambientales, 
educativos, institucionales, políticos o cualquier otra de sus dimensiones; 

XCII. Zona de Desastre: Espacio territorial determinado en el tiempo por la declaración formal de la autoridad 
competente, en virtud del desajuste que sufre en su estructura social, impidiéndose el cumplimiento normal de las 
actividades de la comunidad. Puede involucrar el ejercicio de recursos públicos a través del Fondo de Desastres; 

XCIII. Zona de Alto Riesgo: Espacio territorial determinado por el Atlas de Riesgo en el que existe la 
probabilidad de que se produzca un daño, originado por un agente perturbador; 

Artículo 3. Los distintos órdenes de gobierno deberán sustentar en todo momento, los programas y estrategias 
dirigidas al fortalecimiento de los instrumentos de organización y funcionamiento de las instituciones de protección 
civil, bajo un enfoque de gestión integral del riesgo de desastres, inclusivo, con perspectiva de género y de respeto a 
los derechos humanos; 

Artículo 4. Las políticas públicas en materia de gestión integral de riesgos de desastres y protección civil, se ceñirán 
al Plan Nacional de Desarrollo y al Programa Nacional de Gestión Integral de Riesgos de Desastres y Protección 
Civil, identificando para ello las siguientes prioridades: 

I. La identificación, análisis y comprensión de la gestión de riesgos de desastres como sustento para la 
implementación de medidas de prevención y mitigación, que traigan consigo la deconstrucción social de los 
factores de vulnerabilidad; 

II. Conocimiento del origen y naturaleza de los riesgos, además de los procesos de construcción social de los 
mismos para una mejor compresión y concientización de los riesgos; 

III. La identificación de peligros, vulnerabilidades y riesgo, así como sus escenarios, análisis y evaluación de los 
posibles efectos, queden como sustento para la implementación de medidas de prevención y mitigación; 

IV. Revisión de controles para la mitigación del impacto de los fenómenos naturales y antrópicos; 

V. Prever acciones y mecanismos para la prevención y mitigación de riesgos; 

VI. La elaboración, actualización y difusión permanente de los Atlas de Riesgos, en un formato adecuado que 
garantice en todo momento su comprensión por parte de las personas, incluidas las personas con discapacidad; 

VII. Promoción, desde la niñez, de una cultura de responsabilidad social dirigida a la protección civil con énfasis 
en la prevención y autoprotección respecto de los riesgos y peligros que representan los agentes perturbadores y 
su vulnerabilidad; 

VIII. Obligación del Estado en sus distintos órdenes de gobierno, para reducir los riesgos sobre los agentes 
afectables y llevar a cabo las acciones necesarias para la identificación y el reconocimiento de la vulnerabilidad 
de las zonas bajo su jurisdicción; 



 

 
 

IX. El fomento de la participación social para crear comunidades resilientes, y por ello capaces de resistir los 
efectos negativos de los desastres, mediante una acción solidaria, y recuperar en el menor tiempo posible sus 
actividades productivas, económicas y sociales; 

X. Incorporación de la gestión integral del riesgo de desastres, como aspecto fundamental en la planeación urbana 
y ordenamiento territorial del país para revertir el proceso de generación de riesgos y promover un desarrollo 
sostenible; 

XI. El establecimiento de la acreditación y certificación de habilidades, conocimientos y actitudes que garanticen 
un perfil adecuado en el personal responsable de la protección civil en los tres órdenes de gobierno; 

XII. El conocimiento y la adaptación al cambio climático, y en general a las consecuencias y efectos del 
calentamiento global provocados por el ser humano y la aplicación de las tecnologías; 

XIII. La promoción, la difusión de información sobre los impactos, vulnerabilidad y medidas de adaptación al 
cambio climático; 

XIV. El fomento a las inversiones públicas y/o privada en investigación y desarrollo tecnológico para la 
innovación a largo plazo sobre amenazas múltiples y orientadas a la búsqueda de soluciones en la gestión integral 
de riesgos de desastres; 

XV. La promoción del diálogo, la cooperación y la celebración de convenios entre las comunidades científicas y 
los responsables de formular las políticas públicas a fin de adoptar decisiones en la gestión integral de riesgos de 
desastres; 

XVI. La evaluación, registro y difusión de las pérdidas causadas por los agentes perturbadores a fin de que las 
personas comprendan su impacto económico, social, sanitario, educativo, y ambiental; y 

XVII. El acceso a una vivienda adecuada, a la educación, la alimentación y el trabajo de las personas afectadas 
por un agente perturbador; 

XVIII. El apoyo psicológico de las personas afectadas por un agente perturbador; 

XIX. La atención adecuada a las personas con discapacidad de manera previa, durante y posterior a la emergencia 
o al desastre; y 

XX. La atención prioritaria para las personas con discapacidad; 

Artículo 5. Las autoridades de la gestión integral de riesgos de desastres y protección civil, deberán actuar con base 
en los siguientes principios: 

I. Priorizar la protección a la vida, el derecho a la salud y la integridad y el patrimonio de las personas; 

II. Inmediatez, equidad, profesionalismo, eficacia y eficiencia en la prestación del auxilio y entrega de recursos a 
la población en caso de emergencia o desastre; 

III. Subsidiariedad, complementariedad, transversalidad, integralidad y proporcionalidad en las funciones 
asignadas a las diversas instancias del gobierno; 



 

 
 

IV. Publicidad y participación social en todas las fases de la gestión integral de riesgos de desastres y protección 
civil, particularmente en la de prevención; 

V. Establecimiento y desarrollo de una cultura de la gestión integral de riesgos de desastres y protección civil, con 
énfasis en la prevención en la población en general; 

VI. Legalidad, control, eficacia, racionalidad, equidad, transparencia y rendición de cuentas en la administración 
de los recursos públicos y privados en casos de donación; 

VII. Corresponsabilidad entre sociedad y gobierno, y 

VIII. Honradez y de respeto a los derechos humanos; 

Artículo 6. La aplicación de esta Ley y las acciones de coordinación que prevé, se harán con respeto absoluto a las 
atribuciones constitucionales y legales de las autoridades e instituciones que intervienen en el Sistema Nacional y 
con pleno respeto a los derechos humanos, así como el cumplimiento de las obligaciones que tiene el Estado 
Mexicano para promoverlos, respetarlos, protegerlos y garantizarlos plenamente; 

Capítulo II 
De la Gestión Integral de Riesgos de Desastres y Protección Civil 

Artículo 7. Corresponde al Ejecutivo federal en materia de gestión integral de riesgos de desastres y protección civil: 

I. Asegurar el correcto funcionamiento del Sistema Nacional y del Sistema Nacional de Riesgos, así como dictar 
los lineamientos generales para coordinar las labores de protección civil en beneficio de la población, sus bienes 
y entorno, induciendo y conduciendo la participación de los diferentes sectores y grupos de la sociedad; 

II. Promover la incorporación de la gestión integral de riesgos de desastres en la planeación del desarrollo local y 
regional, estableciendo estrategias y políticas basadas en el análisis y comprensión de los riesgos, con el fin de 
evitar la construcción de riesgos futuros y la realización de acciones de intervención para reducir los riesgos 
existentes; 

III. Promover desde la niñez de una cultura de responsabilidad social dirigida a la gestión integral de riesgos de 
desastres, protección civil, autoprotección, respecto de los riesgos y peligros que representan los agentes 
perturbadores y su vulnerabilidad, así como una estrategia nacional para reforzar la educación y sensibilización 
pública en la materia; 

IV. Incluir, en el proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación de cada ejercicio fiscal, recursos para el 
óptimo funcionamiento y operación de los Instrumentos Financieros de Gestión de Riesgos de Desastres 
garantizando el porcentaje a que se refiere la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, con el 
fin de promover y apoyar la realización de acciones de orden preventivo; así como las orientadas tanto al auxilio 
de la población en situación de emergencia, como la atención de los daños provocados por los desastres de origen 
natural; 

V. Emitir declaratorias de emergencia o desastre de origen natural, en los términos establecidos en esta Ley y en 
la normatividad administrativa; 

VI. Disponer la utilización y destino de los recursos de los instrumentos financieros de gestión integral de riesgos 
de desastres, con apego a lo dispuesto por la normatividad administrativa en la materia; 



 

 
 

VII. Promover, ante la eventualidad de los desastres de origen natural, la realización de acciones dirigidas a una 
estrategia integral de transferencia de riesgos, a través de herramientas tales como la identificación de la 
infraestructura por asegurar, el análisis de los riesgos, las medidas para su reducción y la definición de los 
esquemas de retención y aseguramiento, entre otros; 

VIII. Dictar los lineamientos generales en materia de protección civil para inducir y fomentar que el principio de 
la gestión integral de riesgos de desastres y la continuidad de operaciones, sea un valor de política pública y una 
tarea transversal para que con ello se realicen acciones de orden preventivo, con especial énfasis en aquellas que 
tienen relación directa con la salud, la educación, el ordenamiento territorial, la planeación urbano-regional, la 
conservación y empleo de los recursos naturales, la gobernabilidad y la seguridad; 

IX. Vigilar, mediante las dependencias y entidades competentes y conforme a las disposiciones legales aplicables, 
que no se autoricen centros de población en zonas de riesgo y, de ser el caso, se notifique a las autoridades 
competentes para que proceda a su desalojo, así como al deslinde de las responsabilidades en las que incurren por 
la omisión y complacencia ante dichas irregularidades; 

X. Elaborar el Programa Nacional de Protección Civil y la Estrategia Nacional de Gestión Integral de Riesgos de 
Desastres; 

XI. Dotar a los planteles educativos de nivel básico a cargo de la Federación de los insumos necesarios para la 
implementación de los Programas Escolares de Protección Civil; y 

XII. Promover ante los titulares de los Poderes Ejecutivo y Legislativo de las entidades federativas, la 
homologación del marco normativo y las estructuras funcionales de la gestión integral de riesgos de desastres y 
protección civil. 

Artículo 8. Los Poderes Legislativo y Judicial de la Unión, los poderes de las entidades federativas, los municipios, 
las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, los organismos descentralizados, los organismos 
constitucionales autónomos y los sectores privado y social, así como la población en general, deberán coadyuvar 
para que las acciones de gestión integral de riesgos de desastres y protección civil se realicen en forma coordinada y 
eficaz. 

Artículo 9. La organización y la prestación de la política pública de la gestión integral de riesgos de desastres y 
protección civil corresponden al Estado quien deberá realizarlas en los términos de esta Ley y de su Reglamento, por 
conducto de la federación, las entidades federativas, los municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de 
México, en sus respectivos ámbitos de competencia. 

La Secretaría deberá promover la interacción de la gestión integral de riesgos de desastres y protección civil con los 
procesos de información, a fin de impulsar acciones a favor del aprendizaje y práctica de conductas seguras, mediante 
el aprovechamiento de los tiempos oficiales en los medios de comunicación electrónicos. 

Artículo 10. La gestión integral de riesgos de desastres considera, entre otras, las siguientes fases anticipadas a la 
ocurrencia de un agente perturbador: 

I. Conocimiento del origen y naturaleza de los riesgos, además de los procesos de construcción social de los 
mismos; 

II. Identificación de peligros, vulnerabilidades y riesgos, así como sus escenarios; 



 

 
 

III. Análisis y evaluación de los posibles efectos; 

IV. Revisión de controles para la mitigación del impacto; 

V. Acciones y mecanismos para la prevención y mitigación de riesgos; 

VI. Desarrollo de una mayor comprensión y concientización de los riesgos, y 

VII. Fortalecimiento de la resiliencia de la sociedad. 

Artículo 11. Para que los particulares o dependencias públicas puedan ejercer la actividad de asesoría, capacitación, 
evaluación, elaboración de programas internos y especiales de protección civil, de continuidad de operaciones y 
estudios de vulnerabilidad y riesgos en materia de protección civil, deberán contar con el registro expedido por la 
autoridad competente de protección civil, de acuerdo con los lineamientos establecidos en el Reglamento de esta 
Ley. 

El registro será obligatorio y permitirá a los particulares o dependencias públicas referidas en el párrafo anterior, 
emitir la carta de corresponsabilidad que se requiera para la aprobación de los programas internos y especiales de 
protección civil. 

Artículo 12. El emblema distintivo de la protección civil en el país deberá contener el adoptado en el ámbito 
internacional, conforme a la imagen institucional que se defina en el Reglamento y solamente será utilizado por el 
personal y las instituciones autorizadas en los términos del propio Reglamento. 

Las personas o instituciones no autorizadas por el reglamento para utilizar la imagen serán sancionadas de 
conformidad con el mismo. 

Artículo 13. Los medios de comunicación masiva electrónicos y escritos, al formar parte del Sistema Nacional, 
colaborarán de manera gratuita tratándose de emergencias con las autoridades con arreglo a los convenios que se 
concreten sobre el particular, orientando y difundiendo oportuna y verazmente, información en materia de protección 
civil y de la gestión integral de riesgos de desastres. 

Los convenios de concertación contendrán las acciones, derechos y obligaciones para el cumplimiento de este 
artículo. 

Título Segundo 
De la Gestión Integral de Riesgos de Desastres 

Capítulo I 
De la Estrategia Nacional 

Artículo 14. La Estrategia Nacional, es el instrumento rector encaminado a proteger a las personas, sus bienes, 
infraestructura estratégica, planta productiva, el patrimonio cultural y el medio ambiente a través de la identificación, 
análisis, evaluación, control y reducción del riesgo de desastres, con un enfoque preventivo y de desarrollo 
sustentable, por medio de la implementación de políticas públicas transversales y coordinadas entre los tres niveles 
de gobierno. 

La Secretaría, a través del Cenapred, elaborará la Estrategia Nacional, con la opinión del Consejo Nacional de 
Riesgos, siendo aprobada por la Comisión Intersecretarial y publicada en el Diario Oficial de la Federación. 



 

 
 

En los procesos de elaboración, actualización y ejecución de la Estrategia Nacional participaran los sectores social y 
privado. 

Artículo 15. La Estrategia Nacional tendrá una visión de veinte años, la cual será revisada por el Cenapred con la 
participación de la Comisión por lo menos cada seis años para revisar su cumplimiento. 

La Estrategia Nacional de gestión integral de riesgos de desastres deberá: 

I. Identificar las zonas que se encuentran expuestas a la ocurrencia de un riesgo por los diversos agentes 
perturbadores y amenazas; 

II. Determinar calendarios de ejecución de acciones, con metas, indicadores y plazos a fin de reducir los peligros, 
las vulnerabilidades y las amenazas identificadas; 

III. Implementar campañas de sensibilización pública sobre la reducción del riesgo de desastre; 

IV. Incorporar en la educación académica los conocimientos sobre la prevención, mitigación, preparación, 
respuesta, recuperación y rehabilitación en casos de desastre, en todos los casos se deberá prever que sean en 
lenguas maternas; 

V. Adoptar mecanismos que incrementen la resiliencia económica, social, sanitaria y ambiental; y 

VI. Establecer los mecanismos para su implementación y su articulación intersectorial e intergubernamental, así 
como su evaluación. 

Capítulo II 
Comisión Intersecretarial de Gestión Integral de Riesgos de Desastres 

Artículo 16. La Comisión tendrá carácter permanente y será presidida por el titular del Ejecutivo federal, quién podrá 
delegar esa función al titular de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana o al titular de la Secretaría de 
Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano. 

La Comisión se integrará por los titulares de las Secretarías de Seguridad y Protección Ciudadana; de Desarrollo 
Agrario Territorial y Urbano; de Medio Ambiente y Recursos Naturales; de Salud; de Comunicaciones y Transportes; 
de Agricultura y Desarrollo Rural; de Turismo; de Bienestar; de Energía; de Educación; de Hacienda y Crédito 
Público; de Economía; y de Relaciones Exteriores. 

Cada titular de secretaría designará a un representante que deberá tener al menos el nivel de dirección general, el 
cual será el responsable de coordinar los trabajos al interior de la secretaria y de dar seguimiento a los trabajos de la 
Comisión. 

Los titulares de las Secretarías que integran la Comisión se deberán reunir al menos una vez al año. 

Artículo 17. La Comisión contará con una secretaría técnica que tendrá las siguientes atribuciones: 

I. Emitir las convocatorias para las sesiones de la Comisión; 

II. Llevar el registro y control de las actas, acuerdos y toda la documentación relativa al funcionamiento de la 
Comisión; 



 

 
 

III. Dar seguimiento a los acuerdos de la Comisión y promover su cumplimiento; 

IV. Elaborar un informe anual de cumplimiento de los acuerdos tomado por la Comisión a fin de remitírselo al 
Titular del Ejecutivo Federal y a los integrantes de la Comisión; y 

V. Las demás que establezca el reglamento que para el efecto se expida. 

Artículo 18. La Comisión convocará a otras dependencias y entidades gubernamentales entre ellos a la Comisión 
Nacional del Agua, así como invitar a representantes de la Comisión Nacional de Derechos Humanos y a 
representantes de los sectores público, social y privado a participar en sus trabajos cuando se aborden temas 
relacionados con el ámbito de su competencia. 

Artículo 19. La Comisión tendrá las siguientes atribuciones: 

I. Aprobar la Estrategia Nacional; 

II. Formular políticas públicas transversales e integrales en materia de gestión integral de riesgos de desastres para 
que sean instrumentadas por las dependencias y entidades de la administración pública federal, centralizada y 
paraestatal, encaminadas a revertir la construcción social del riesgo a través de la reducción de los factores de 
vulnerabilidad y exposición; 

III. Establecer los mecanismos de coordinación de acciones de las dependencias y entidades de la administración 
pública federal en materia de gestión integral de riesgos de desastres; 

IV. Impulsar la investigación integral del riesgo de desastres con una perspectiva de investigación forense con la 
finalidad de identificar las causas subyacentes y los factores impulsores del riesgo de desastre a fin de generar 
mecanismos y políticas de reducción y manejo del riesgo; 

V. Formular propuestas de acuerdos que determinen el posicionamiento nacional para ser presentados ante los 
foros y organismos internacionales sobre gestión integral de riesgos de desastres; 

VI. Difundir entre las autoridades de los tres niveles de gobierno y la población en general la identificación de los 
factores que generan situaciones de riesgo, a fin de desarrollar una mayor comprensión y concientización de los 
riesgos; 

VII. Formular e instrumentar políticas que garanticen a la población la accesibilidad al conocimiento sobre las 
dimensiones del riesgo; 

VIII. Promover la inversión pública y privada para la prevención y reducción del riesgo de desastres; 

IX. Promover la incorporación de las evaluaciones del riesgo de desastres en la elaboración y aplicación de 
políticas territoriales, consideradas en los diversos instrumentos de planeación; 

X. Impulsar las acciones necesarias para el cumplimiento de las prioridades contenidas en el Marco de Sendai o 
algún otro acuerdo o pacto internacional que sea ratificado en la materia; 

XI. Promover la incorporación de la evaluación, la representación cartográfica y la gestión del riesgo de desastre 
en la planeación y gestión del desarrollo rural, de las montañas, los ríos, las llanuras costeras inundables, las tierras 
áridas, los humedales y todas las demás zonas propensas a sequías e inundaciones; 



 

 
 

XII. Impulsar entre las entidades federativas y los municipios la revisión de los reglamentos de construcción a fin 
de actualizarlos con un enfoque adecuado con miras a promover estructuras resistentes a los desastres; 

XIII. Aprobar su reglamento interno; y 

XIV. Las demás que le confiera esta ley, el reglamento de la misma y el reglamento interno de la Comisión. 

Capítulo III 
Del Sistema Nacional de Gestión Integral de Riesgos de Desastres 

Artículo. 20. El Sistema Nacional de Riesgos, es un conjunto orgánico y articulado de estructuras, relaciones 
funcionales, métodos, normas, instancias, principios, instrumentos, estrategias, políticas, procedimientos, servicios 
y acciones, que establecen corresponsablemente las dependencias y entidades del sector público de los tres niveles 
de gobierno entre sí, con los sectores social y privado y con Organismos Constitucionales Autónomos, los Poderes 
Legislativo, Ejecutivo y Judicial de la Federación y de las entidades federativas, los municipios y las demarcaciones 
territoriales de la Ciudad de México a fin de realizar acciones coordinadas en materia de gestión integral de riesgos 
de desastres. 

Artículo. 21. El objetivo general del Sistema Nacional de Riesgos es el de proteger a la persona, sus bienes, 
infraestructura estratégica, planta productiva, el patrimonio cultural y el medio ambiente, a través de la 
instrumentación de estrategias fundamentadas en los principios de integralidad, transversalidad, corresponsabilidad, 
eficiencia y equidad encaminadas a revertir la construcción social del riesgo. 

Artículo. 22. El Sistema Nacional de Riesgos se encuentra integrado por todas las dependencias y entidades de la 
administración pública federal, por los sistemas de gestión integral de riesgos de las entidades federativas, 
municipales y de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México; por los sectores social y privado, los medios 
de comunicación y los centros de investigación, educación y desarrollo tecnológico. 

Artículo. 23. Los integrantes del Sistema Nacional de Riesgos deben de compartir con las autoridades competentes 
que soliciten, la información de carácter técnico, relativa a la planeación del ordenamiento territorial y a los sistemas 
y/o redes de detección, monitoreo, pronóstico y medición de los riesgos. 

Artículo. 24. Los titulares de los Poderes Ejecutivos de las 32 entidades federativas, los presidentes municipales y 
los alcaldes de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, tendrán dentro de su jurisdicción la 
responsabilidad sobre la integración y funcionamiento de los sistemas de gestión integral de riesgos de desastres a 
nivel estatal, municipal y de demarcación territorial. 

Igualmente, en cada uno de sus ámbitos, se asegurarán del correcto funcionamiento de los consejos y de las unidades 
de planeación, promoviendo para que sean constituidos, con un nivel no menor a Dirección General preferentemente, 
dependiente de la dependencia responsable de la regulación, el control y la vigilancia de los usos de suelo. 

Artículo 25. La coordinación ejecutiva del Sistema Nacional de Riesgos, recaerá en la autoridad que determine el 
Reglamento, la cual tendrá las siguientes atribuciones en materia de gestión integral de riesgos de desastres: 

I. Garantizar el correcto funcionamiento del Sistema Nacional de Riesgos a través de la supervisión y la 
coordinación de acciones en materia de gestión integral de riesgos de desastres que realicen las autoridades, 
mediante la identificación, análisis, evaluación, control y reducción del riesgo de desastres, con un enfoque 
preventivo y de desarrollo sustentable, por medio de la implementación de políticas públicas transversales y 
coordinadas entre los tres niveles de gobierno; 



 

 
 

II. Promover y apoyar la creación de instancias, mecanismos, instrumentos y procedimientos de carácter técnico-
operativo, de servicios y logística que permitan identificar los riesgos en que se encuentran las personas, la planta 
productiva, la infraestructura estratégica, el patrimonio cultural y el medio ambiente; 

III. Proponer políticas para la elaboración de las estrategias estatales, locales y regionales en gestión integral de 
riesgos de desastres, que reviertan la construcción social del riesgo a través de la reducción de los factores de 
vulnerabilidad; 

IV. Investigar, estudiar y evaluar riesgos, peligros y vulnerabilidades, integrando y ampliando los conocimientos 
de los mencionados acontecimientos en coordinación con las instancias responsables; 

V. Suscribir convenios en materia de gestión integral de riesgos de desastres en el ámbito nacional e internacional, 
en coordinación con las autoridades competentes de la materia; 

VI. Suscribir convenios de colaboración administrativa con las entidades federativas en materia de gestión integral 
de riesgos de desastres; 

VII. Gestionar ante las autoridades correspondientes, la incorporación y ampliación de contenidos en materia de 
gestión integral de riesgos en el Sistema Educativo Nacional, en todos los niveles, en todos los casos se deberá 
prever en lenguas maternas; 

VIII. Promover la elaboración de las estrategias regionales de gestión integral de riesgos de desastres entre 
entidades federativas, municipios de un mismo estado, municipios de distintos estados, entre demarcaciones 
territoriales de la Ciudad de México y entre municipios y demarcaciones territoriales de la Ciudad de México; 

IX. Supervisar, a través del Cenapred, que se realice y se mantenga actualizado el Atlas Nacional de Riesgos, así 
como los correspondientes a las entidades federativas, municipios y demarcaciones territoriales de la Ciudad de 
México; 

X. Promover entre los gobiernos de las entidades federativas, municipios y demarcaciones territoriales de la 
Ciudad de México, la construcción de obras que mitiguen los riesgos previamente identificados; 

XI. Las demás que señalen los ordenamientos aplicables o que le atribuyan el titular del Ejecutivo Federal o el 
Consejo Nacional de Riesgos, dentro de sus esferas de facultades. 

Artículo 26. Para el mejor cumplimiento de sus funciones, la coordinación ejecutiva del Sistema Nacional de Riesgos 
deberá integrar Comités Interinstitucionales para la identificación de los distintos riesgos, que permita realizar el 
análisis de los mismos a fin de proponer acciones que los reduzcan. 

Capítulo IV 
Del Consejo Nacional de Riesgos 

Artículo. 27. El Consejo Nacional es un órgano gubernamental consultivo en materia de gestión integral de riesgos 
de desastres, teniendo las siguientes atribuciones: 

I. Opinar en torno a la propuesta elaborada del Cenapred de la Estrategia Nacional; 



 

 
 

II. Proponer la implementación de políticas públicas transversales a través de la identificación, análisis, 
evaluación, control y reducción del riesgo de desastres, así como impedir la construcción de nuevos riesgos, con 
un enfoque preventivo y de desarrollo sustentable; 

III. Proponer la emisión de acuerdos y resoluciones generales, para el funcionamiento del Sistema Nacional de 
Riesgos; 

IV. Fungir como órgano de consulta y de coordinación de acciones del gobierno federal y de las entidades 
federativas para convocar, concertar, inducir e integrar actividades de los diversos participantes e interesados en 
la materia, a fin de garantizar la consecución del objetivo del Sistema Nacional de Riesgos; 

V. Promover la efectiva coordinación de las instancias que integran el sistema nacional de riesgos y dar 
seguimiento de las acciones que para tal efecto se establezcan; 

VI. Proponer el establecimiento de medidas que vinculen al sistema nacional de riesgos con los sistemas de gestión 
integral de riesgos de desastres a nivel estatal, municipal y de demarcación territorial; 

VII. Promover la participación de los niños, niñas y adolescentes para construir comunidades resilientes en todas 
las fases de la gestión integral de riesgos de desastres; 

VIII. Convocar, coordinar y armonizar, con pleno respeto a sus soberanías, la participación de las entidades 
federativas y por conducto de éstas, de los municipios, las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México y 
de los diversos grupos sociales locales organizados, en la identificación y atención de los factores que generan 
situaciones de riesgo, así como la implementación de acciones para su mitigación; 

IX. Fomentar la participación inclusiva e intercultural de la población, con perspectiva de género y sin 
discriminación para construir comunidades resilientes; 

X. Crear grupos de trabajo para el apoyo de sus funciones y; 

XI. Las demás que se establezcan en otras disposiciones normativas y las que sean necesarias para el correcto 
funcionamiento del Sistema Nacional de Riesgos 

Artículo 28. El Consejo Nacional de Riesgos estará integrado por el Presidente de la República, quien lo presidirá y 
por los titulares de las Secretarías de Estado, los gobernadores de los Estados, el Jefe de Gobierno de la Ciudad de 
México, quienes podrán ser suplidos por servidores públicos que ostenten cargos con nivel inmediato inferior y las 
Juntas Directivas de las Comisiones de Protección Civil y Prevención de Desastres; de Medio Ambiente 
Sustentabilidad, Cambio Climático y Recursos Naturales y de Desarrollo Metropolitano, Urbano, Ordenamiento 
Territorial y Movilidad, de la Cámara de Diputados y las Mesas Directivas de las Comisiones de Gobernación; 
Desarrollo Urbano, Ordenamiento Territorial y Vivienda; y de Medio Ambiente, Recursos Naturales y Cambio 
Climático del Senado de la República. En el caso del Presidente de la República, lo suplirá el funcionario que 
determine el Reglamento. 

El Reglamento determinará quién será el Secretario Ejecutivo del Consejo Nacional de Riesgos, el Director General 
del Cenapred fungirá como secretario técnico. 

Corresponde al Secretario Ejecutivo: 

I. Fungir como enlace con la Comisión Intersecretarial para el seguimiento de la Estrategia Nacional; 



 

 
 

II. Presentar a la consideración del Consejo Nacional el informe del avance de la Estrategia Nacional; 

III. Ejecutar y dar seguimiento a los acuerdos y resoluciones del Consejo Nacional de Riesgos y de su Presidente; 

IV. Informar periódicamente al Consejo Nacional de Riesgos de sus actividades; 

V. Compilar los acuerdos que se tomen en el Consejo Nacional de Riesgos, llevar el archivo de éstos y de los 
instrumentos jurídicos que deriven y expedir constancias de los mismos; 

VI. Celebrar convenios de coordinación, colaboración y concertación necesarios para el cumplimiento de los fines 
del Sistema Nacional de Riesgos; 

VII. Verificar el cumplimiento de las disposiciones de esta Ley, los convenios generales y específicos en la 
materia, así como las demás disposiciones aplicables e informar lo conducente al Consejo Nacional de Riesgos; 

VIII. Presentar al Consejo Nacional de Riesgos los informes respecto al seguimiento de los acuerdos y resoluciones 
que se adopten en su seno; 

IX. Colaborar con las instituciones que integran el Sistema Nacional de Riesgos, para fortalecer y hacer eficientes 
los mecanismos de coordinación; 

X. Supervisar, en coordinación con las demás instancias competentes, la correcta aplicación de los recursos de los 
fondos por las entidades federativas, los municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México; y 

XI. Las demás que le otorgue esta Ley y demás disposiciones aplicables, así como las que le encomiende el 
Consejo Nacional de Riesgos o su Presidente. 

Artículo 29. Corresponde al secretario técnico: 

I. Suplir a secretario ejecutivo en sus ausencias; 

II. Elaborar y someter a la consideración del secretario ejecutivo, el proyecto de calendario de sesiones del Consejo 
Nacional de Riesgos y el proyecto de orden del día de cada sesión, para que en su momento sean sometidos a la 
aprobación del Consejo Nacional de Riesgos; 

III. Coordinar la realización de los trabajos específicos y acciones que determine el Consejo Nacional de Riesgos; 

IV. Coordinar la realización de estudios especializados sobre la gestión integral de riesgos de desastres; 

V. Verificar que las estrategias estatales, locales y regionales de gestión integral de riesgos de desastres sean 
acordes con la estrategia nacional, de igual forma verificara que las políticas que adopten las entidades federativas 
cumplan con los lineamientos y acuerdos generales que dicte el Consejo Nacional de Riesgos; y 

VI. Las demás funciones que se señalen en el Reglamento de esta Ley o que le sean encomendados por el 
Presidente o el Secretario Ejecutivo del Consejo Nacional de Riesgos. 

Capítulo V 
Del Comité Nacional de Emergencias y Comité Nacional de la Gestión Integral del Riesgo de Desastres 



 

 
 

Artículo. 30. El Comité Nacional es el mecanismo de coordinación de las acciones en situaciones de emergencia y 
desastre ocasionadas por la presencia de amenazas que pongan en riesgo a la población, bienes y entorno, sin 
menoscabo de lo establecido en el artículo 16 de esta Ley y de conformidad con el Manual de Organización y 
Operación del Sistema Nacional y en los términos que se establezcan en el Reglamento. 

Artículo.31. El Comité Nacional estará constituido por los titulares o por un representante de las dependencias y 
entidades de la administración pública federal, con rango no inferior de dirección general o equivalente, que de 
acuerdo a su especialidad asume la responsabilidad de asesorar, apoyar y aportar, dentro de sus funciones, programas, 
planes de emergencia y recursos humanos y materiales, al Sistema Nacional, así como por el representante que al 
efecto designe el o los titulares de los Poderes Ejecutivos de las entidades federativas afectadas. 

El Comité Nacional estará presidido por el Titular de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana, o en su 
ausencia por el titular de la Coordinación Nacional, quienes podrán convocar para sesionar en forma extraordinaria 
cuando se presenten situaciones extremas de emergencia o desastre, o cuando la probabilidad de afectación por una 
amenaza sea muy alta, poniendo en inminente riesgo a grandes núcleos de población e infraestructura del país. 

El secretario técnico del Comité Nacional recaerá en el Titular de la Coordinación Nacional o el servidor público 
que éste designe para el efecto, debiendo tener un nivel jerárquico de dirección general o su equivalente. 

Los esquemas de coordinación de este comité serán precisados en el Reglamento. 

Artículo. 32. El Comité Nacional tendrá las siguientes atribuciones: 

I. Analizar la situación de emergencia o desastre que afecte al país, a fin de evaluar el alcance del impacto o 
formular las recomendaciones necesarias para proteger a la población, sus bienes, animales de compañía y de 
servicio, infraestructura estratégica, planta productiva, patrimonio cultural y medio ambiente; 

II. Determinar las medidas urgentes que deben ponerse en práctica para hacer frente a la situación, así como los 
recursos indispensables para ello; 

III. Proveer de los programas instituciones, los medios materiales y financieros necesarios para las acciones de 
auxilio, recuperación y reconstrucción; 

IV. Vigilar el cumplimiento de las acciones acordadas y dar seguimiento a la situación de emergencia o desastre, 
hasta que ésta hay sido superada, y 

V. Emitir boletines y comunicados con una perspectiva de inclusión, igualdad y no discriminación hacia los medios 
de comunicación y público en general. 

Artículo. 33. El Comité Nacional de Emergencias, se constituirá como Comité Nacional de Gestión Integral de 
Riesgos de Desastre, tendrá las siguientes atribuciones: 

I. Proponer a las Secretarías de Estado la actualización de las reglas y lineamientos de operación de los programas 
destinados al ordenamiento territorial y ecológico; de vivienda; y de infraestructura social a fin de que consideren 
los componentes del proceso de intervención del riesgo de desastres; 

II. Proponer estudios de investigación prospectiva y correctiva del proceso de intervención del riesgo de desastres, 
los cuales serán publicados, con una perspectiva de inclusión, igualdad y no discriminación; 



 

 
 

III. Elaborar la Estrategia Nacional; 

IV. Elaborar el Programa Especial de Gestión Integral del Riesgo de Desastres; 

V. Formular los lineamientos y criterios de las acciones de gestión prospectiva y correctiva del proceso de 
intervención del riesgo de desastre, así como su incorporación en los programas sectoriales, especiales y regionales 
que prevé la Ley de Planeación; 

VI. Elaborar los Programas de Reconstrucción en donde participe la federación; 

VII. Presentar la Estrategia Nacional al Consejo Nacional, a fin de que éste la remita al Titular del Ejecutivo 
Federal para su aprobación y publicación en el Diario Oficial de la Federación; 

VIII. Promover ante las autoridades correspondientes los proyectos prioritarios de reducción de las 
vulnerabilidades y mitigación de amenazas que se encuentran contempladas en la Estrategia Nacional; 

IX. Promover la adopción integral y transversal del proceso de intervención del riesgo de desastres, en las acciones 
de las dependencias y entidades de la administración pública federal; 

X. Revisar el cumplimiento de la Estrategia Nacional y el Programa Especial, e informar de los resultados al 
Consejo Nacional, y 

XI. Las demás que esta Ley, su reglamento y el Manual de Organización y Operación del Sistema Nacional, que 
le confieran. 

Artículo.34. El Comité Nacional de la GIRD contará con un Consejo Consultivo, integrado por: 

I. Organizaciones de la Sociedad Civil cuyo trabajo esté enfocado a la gestión integral del riesgo de desastres; 

II. Organismos empresariales; 

III. Instituciones de Educación Superior, y 

IV. Representantes de las agrupaciones de los municipios. 

El Manual de Organización y Operación del Sistema Nacional, determinará el procedimiento de integración del 
Consejo Consultivo. 

Artículo. 35. Los integrantes del Consejo Consultivo ejercerán su encargo de manera honorífica. 

Artículo. 36. El Comité Nacional de la GIRD, será presidido por la Coordinación Nacional de Protección Civil, y 
contará con una Secretaría Técnica a cargo del representante de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y 
Urbano. 

La Coordinación Nacional tendrá las siguientes atribuciones: 

I. Presidir y convocar las sesiones ordinarias del Comité Nacional de la GIRD; 



 

 
 

II. Proponer la formulación y adopción de las políticas, estrategias y acciones necesarias para el cumplimiento de 
las atribuciones del Comité Nacional de la GIRD; 

III. Proponer el programa anual de trabajo y presentar el informe anual al Consejo Nacional; 

IV. Presentar al Titular del Poder Ejecutivo Federal los programas de reconstrucción; 

V. Presentar ante el Consejo Nacional la Estrategia Nacional y el Programa Especial; 

VI. Coordinar los trabajos del Comité Nacional de la GIRD, y 

VII. Las demás que le confiera el reglamento de esta Ley y el Manual de Organización y Operación del Sistema 
Nacional. 

Artículo. 37. Corresponde a la Secretaría Técnica: 

I. Suplir al titular de la Coordinación Nacional; 

II. Coordinar la formulación de la Estrategia Nacional, del Programa Especial y de los Programas de 
Reconstrucción; 

III. Coordinar la realización de estudios especializados sobre el proceso de intervención del riesgo de desastres; 

IV. Elaborar y someter a la consideración del titular de la Coordinación Nacional, el proyecto de calendario de 
sesiones del Comité Nacional de la GIRD y el proyecto de orden del día de cada sesión; 

V. Convocar a los sectores social y privado a participar en la formulación de la Estrategia Nacional, del Programa 
Especial y de los Programas de Reconstrucción; 

VI. Verificar que las estrategias, acciones y políticas que se adopten por las entidades federativas sean acordes a 
la Estrategia Nacional y que cumplan con los lineamientos y acuerdos generales que dicte el Consejo Nacional; 

VII. Preparar la evaluación de cumplimiento de la Estrategia Nacional, así como su revisión, y 

VIII. Las demás funciones que se señalen en el Reglamento de esta Ley o las encomendadas por el Titular del 
Ejecutivo Federal o la Secretaría Ejecutiva del Consejo Nacional. 

Artículo. 38. El Comité Nacional de la GIRD contará por lo menos con los siguientes grupos de trabajo: 

I. Para la formulación de la Estrategia Nacional y el Programa Especial; 

II. Para la transversalización del proceso de intervención del riesgo de desastres, en las políticas de ordenamiento 
territorial, ecológico, vivienda y cambio climático; 

III. Para la participación social en el proceso de intervención del riesgo de desastres; 

IV. Para el fortalecimiento y financiamiento de acciones preventivas en las entidades federativas y municipios, y 

V. Los demás que el Comité Nacional de la GIRD determine. 



 

 
 

Capítulo VI 
De los Instrumentos Financieros 

Artículo. 39. Para acceder a los recursos de los instrumentos financieros de gestión de riesgos, se deberá: 

I. Presentar a la Secretaria de Seguridad y Protección Ciudadana una solicitud firmada por el titular de la instancia 
pública federal, o bien, del Poder Ejecutivo en caso de que se trate de una entidad federativa, de acuerdo a los 
requisitos y términos previstos en la normatividad administrativa respectiva; 

II. La manifestación expresa y por escrito de que se evitarán las duplicaciones con otros programas y fuentes de 
financiamiento; y 

III. Para el caso de que la situación de emergencia y/o desastre haya superado la capacidad operativa y financiera 
para atender la contingencia, está se manifestará por escrito. 

Artículo. 40. Las disposiciones administrativas, regularán los procedimientos, fórmulas de financiamiento y 
cofinanciamiento y demás requisitos para el acceso y ejercicio de los recursos de los instrumentos financieros de 
gestión del riesgo, constituidos para tal efecto. En cuanto a la formulación y ejecución de las disposiciones 
administrativas, se atenderá a los principios establecidos en esta ley. 

La retención injustificada de dichos recursos por parte de los servidores públicos federales involucrados en el 
procedimiento de acceso, será sancionada de conformidad con la Ley General de Responsabilidades Administrativas. 

Cuando se autoricen los recursos con cargo a los instrumentos financieros de gestión de riesgo, la Secretaria 
informará trimestralmente del uso y destino a la Secretaria de Hacienda y Crédito Público, para que esta los incluya 
en los informes trimestrales sobre la situación económica, las finanzas públicas y la deuda pública. 

Dentro de los instrumentos financieros de gestión de riesgos se constituirá una subcuenta del Fondo de Desastres 
Naturales en el Banco del Bienestar, que administrará las donaciones en efectivo destinadas a atender desastres o 
procesos de reconstrucción, que realicen personas físicas o morales, nacionales o extranjeras. 

La aplicación, erogación, regulación, justificación, comprobación, rendición de cuentas y transparencia de los 
recursos autorizados en los instrumentos financieros de gestión de riesgos se sujetarán a las reglas y demás 
disposiciones aplicables que garantizarán los principios de honradez, eficacia y eficiencia en la utilización de los 
recursos. 

Las dependencias y entidades federales facilitarán que la Secretaria de la Función Pública directamente o, en su caso, 
a través de los órganos internos de control en las dependencias y entidades federales puedan realizar, en cualquier 
momento, de acuerdo a su ámbito de competencia, la inspección, fiscalización y vigilancia de dichos recursos, 
incluyendo la revisión programática presupuestal y la inspección física de las obras y acciones apoyadas con recursos 
federales, así como recibir, turnar y dar seguimiento a las quejas y denuncias que se presenten sobre su manejo. 

Lo anterior, sin menoscabo de las acciones que en el ámbito de su competencia le corresponda a la Auditoría Superior 
de la Federación. 

Artículo. 41. El Reglamento de esta Ley, así como las disposiciones administrativas en la materia, regulará los 
medios, formalidades y demás requisitos para acceder y hacer uso de los recursos financieros tendientes a la 
prevención y atención de desastres, atendiendo al principio de inmediatez. 



 

 
 

Una vez presentada la solicitud de declaratoria de desastre, la autoridad tendrá un plazo de hasta cinco días naturales 
para su emisión, en términos de las disposiciones administrativas en la materia. 

El plazo para que los gobiernos de las entidades federativas tengan acceso a los recursos tendientes a la atención de 
desastres, será de hasta diez días naturales, contados a partir del día en que se emita la declaratoria de desastres, será 
de hasta diez días naturales, contados a partir del día en que se emita la declaratoria de desastres respectiva, siempre 
que los gobiernos hayan cumplido con los requisitos previstos en esta Ley, su Reglamento y demás disposiciones 
administrativas. 

Artículo. 42. La Secretaria también tendrá a su cargo el Fondo para la Prevención y Reducción del Riesgo del 
Desastre, el cual tiene como objetivo la promoción y fomento a la actividad preventiva tendiente a reducir los riesgos, 
y disminuir o evitar los efectos del impacto destructivo originado por amenazas, bajo los siguientes principios: 

I. Reducción, previsión y control permanente y priorizado del riesgo del desastre en la población; 

II. Combate a las causas estructurales de los mismos; y 

III. Fortalecimiento de las capacidades de resiliencia de la sociedad. 

Las reglas de Operación del fondo preverán que los municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de 
México soliciten de manera directa recursos del Fondo para la Prevención y Reducción del Riesgo del Desastre. 

Titulo Tercero 
De los Atlas de Riesgos 

Artículo.43. Es obligación de la federación, estados y municipios garantizar los recursos financieros para la 
elaboración de los Atlas de Riesgos Estatales y Municipales, a través de diversos programas a fin de que la política 
en materia de detección oportuna y prevención de riesgos en asentamientos humanos cuente con fondos suficientes 
que permitan elaborar, actualizar y mantener los sistemas de información geográfica que deberán de brindar 
información de los peligros, riesgos y vulnerabilidad a la cual está expuesta la población ante fenómenos naturales 
o de origen antrópico que puedan causar daño a la sociedad, sus bienes o la infraestructura pública existente en un 
determinado territorio. 

Artículo. 44. Deberá ser obligatorio la consulta del Atlas de Riesgos Nacional, Estatal y Municipal, para el desarrollo 
de cualquier asentamiento humano de nueva creación. Ya sea una zona habitacional, industrial, de recreación, de 
comunicación (caminos, puentes, carreteras, puertos, aeropuertos, etc.), agrícola, ganadero, pesquero o forestal. A 
fin de no emitir permisos o licencias de construcción en zonas no aptas para asentamientos humanos por el alto 
peligro que estos sitios dadas sus condiciones geográficas, geológicas o meteorológicas, pudieran representar para la 
vida de forma segura en el corto, mediano, mediano y largo plazo. 

Artículo. 45. La omisión por parte del ejecutivo en turno a nivel federal, estatal o municipal, para la elaboración, 
actualización y mantenimiento de los Atlas de Riesgos, será considerado como un delito grave. Toda vez que la 
emisión de permisos o licencias de construcción sin contar con un diagnóstico de riesgos oportuno y de manera 
preventiva. Puede poner en riesgo la vida de las personas, sus actividades y la infraestructura pública y privada de 
un determinado territorio. 

Artículo. 46. Es facultad exclusiva del Cenapred y de Sedatu determinar y publicar los términos de referencia para 
la elaboración de los Atlas de Riesgos Nacional, Estatal y Municipal. Considerando las características propias de 
cada zona geográfica y los recursos humanos y financieros disponibles en cada entidad federativa y municipio. 



 

 
 

Asimismo es faculta exclusiva de Cenapred y Sedatu aprobar y avalar que un atlas de riesgos cumple con los 
parámetros técnicos mínimo necesarios para ser considerado como un instrumento de planeación urbana. 

Artículo. 47. Los Atlas de Riesgos Nacional, Estatal y Municipal deberán funcionar como base para la contratación 
de instrumentos financieros de gestión de riegos y de transferencia de riesgo. 

Artículo. 48. El gobierno federal otorgará subsidios a dichos fondos de protección civil conforme a los recursos que, 
en su caso sean aprobados para dicho fin en el Presupuesto de Egresos de la Federación, considerando los daños a 
los cuales ha sido expuesto el territorio Estatal o Municipal causado por desastres de origen natural o antropogénico, 
con base en las declaratorias de emergencia del año anterior. 

Transitorios 

Artículo Primero. Se abroga la ley General de Protección Civil Publicada en el Diario Oficial de la Federación el 
seis de junio de 2010 y sus subsecuentes reformas. 

Artículo Segundo. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

Artículo Tercero. Los titulares de las dependencias mencionadas en esta ley tendrán 90 días para hacer las 
adecuaciones pertinentes con el fin de adecuarlas a la presente ley. 

Artículo Cuarto. La Cámara de Diputados, en conjunto con la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana, 
emitirá el Reglamento correspondiente en un plazo no mayor a los seis meses posteriores a la entrada en vigor de 
esta Ley. 

Artículo Quinto. Las disposiciones reglamentarias y administrativas de protección civil se seguirán aplicando en lo 
que no se opongan a esta Ley, en tanto se emite el nuevo Reglamento. 

Artículo Sexto. Los desastres y las emergencias que hayan ocurrido con anterioridad a la entrada en vigor de esta 
Ley, se atenderán conforme a los recursos financieros y a las disposiciones administrativas vigentes a la fecha en que 
sucedieron. 

Artículo Séptimo. Se abrogan todas las disposiciones que se opongan a esta Ley. 

Nota 

1 El impacto humano sobre el medioambiente, influencia antrópica o antropogénica (o simplemente impacto 
ambiental) es el conjunto de efectos producidos por las actividades humanas en el medio ambiente de la Tierra. No 
solo se estudian los efectos en épocas recientes como resultado de la industrialización, sino las influencias que 
pudieron causar cambios ecológicos (en particular cambios climáticos) en épocas preindustriales, sobre todo a través 
de la deforestación y la conversión de tierras para sus actividades agrarias y ganaderas. En primer lugar, se explicará 
la más vieja de las maneras que ha tenido el humano de cambiar su entorno: convertir bosques en campos. Luego se 
presenta la que surge con la revolución industrial y, finalmente, el más aterrador de los mecanismos, el de la guerra 
nuclear. 
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